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EL ESCLARECIMIENTO DE LA 
"CONSTITUCIÓN EDUCATIVA". UN 
DETERMINANTE PRIMER PASO 
José Luis Martínez López-Muñiz 
Resumen: Al resolver el recurso de los senadores socialistas contra la LOECE 
de 1980, la Sentencia 5/81 comenzó a determinar decisivamente las exigencias 
del vigente marco constitucional del régimen jurídico de la educación. Conflf-
mó la especial relevancia que, para la correcta interpretación del artículo 27 de 
la Constitución, hay que reconocer a los textos internacionales ratificados por 
España en la materia, como impone su artículo 10.2. El derecho al estableci-
miento de un carácter, orientación o ideario educativo propio -no necesaria-
mente limitado a 10 religioso y moral- es parte esencial de la libertad de crea-
ción de centros en el sistema escolar institucionalizado, y es incluso 10 que 
explica su específica garantía en el artículo 27.6 de la Constitución. Por eso la 
libertad del profesor tiene límites y exigencias diferentes según 10 sea en un 
centro público o en un centro privado. 
1. Es cosa ampliamente reconocida en la doctrina la particular 
relevancia que ha tenido la jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional en la clarificación y fijación del orden que, en materia es-
pecíficamente de educación y enseñanza, deriva de la Constitu-
ción de 19781• 
1. Vid., por ejemplo, A. FERNÁNDEZ-MIRANDA, "El artículo 27 de la Cons-
titución Española", en AA.VV., Educación y democracia, 11 Encuentros sobre 
educación en El Escorial (UCM), Curso organizado por la Fundación Europea 
Sociedad y Educación, Comunidad de Madrid, Consejería de Educación, Ma-
drid 2004, p. 83. 
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El establecimiento de las bases constitucionales del sistema 
educativo figuró entre los puntos más difíciles e importantes del 
consenso político que hizo posible la Constitución. Momentos 
hubo, en el proceso constituyente, en que todo estuvo a punto de 
atascarse precisamente por causa de esta relevante cuestión. Las 
grandes líneas de lo que pudo parecer un gran acuerdo en el Con-
greso entre las dos principales fuerzas políticas -la UCD y el 
PSOE-, que habría descansado sobre la amplia ambigüedad del 
reconocimiento de una libertad escolar que podría ser, sin embar-
go, drásticamente restringida mediante su uniforme sumisión a 
modelos de intensa participación de tendencia autogestionaria, al 
menos cuando se sustentara, para su efectividad práctica, en una 
financiación pública, llegaron a entenderse, con razón, irremisi-
blemente truncadas cuando el Senado introdujo lo que sería el 
apartado 2 del artículo 10 del texto constitucional definitivo, con 
su importantísima regla hermenéutica que obliga a interpretar la 
Constitución, en materia de derechos fundamentales, de confor-
midad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los 
tratados y acuerdos internacionales que España hubiera ratificado 
al respect02• 
El artículo 10.2 vino, en efecto, a colocar automáticamente las 
mismas piezas del artículo 27 -y concordante s- en una relación 
recíproca más inequívoca y plenamente acorde con los principios 
generales de todo el orden constitucional, cimentados en su afir-
mación fundamental -proclamada en el mismo artículo 10- de la 
dignidad de toda persona humana y de su libertad como base del 
conjunto del sistema jurídico y político que la propia Constitución 
2. Recogimos estos relevantes hechos históricos sobre la gestación de la 
Constitución Española de 1978 en "La educación en la Constitución Española 
(derechos fundamentales y libertades públicas en materia de enseñanza)", Per-
sona y Derecho (1979) , pp. 215-219, Y los ha vuelto a recordar recientemente 
con claridad, A. FERNÁNDEZ-MIRANDA, en El artículo 27 de la Constitución Es-
pañola, cit., pp. 77-79. 
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configura, desde su artículo 10, como Estado social y democrático 
de Derecho. Pero sería imprescindible la labor jurisprudencial del 
Tribunal Constitucional para aclararlo con las debidas formulacio-
nes fundamentales, dotando al sistema de la definición, seguridad 
y fiabilidad sin las que difícilmente puede cumplir una Constitu-
ción su función como efectiva ley de leyes y norma fundamental 
del Estado, directamente exigible. Sólo así se irían reduciendo las 
profundas divergencias con las que unos y otros leían el mismo 
texto constitucional. En pocas materias ha tenido que jugar el Tri-
bunal Constitucional un papel tan decisivo para evidenciar que las 
principales discrepancias sobre el orden fundamental educativo 
que, indudablemente, contendieron en la elaboración de la Cons-
titución, fueron ya zanjadas por ésta; que tras ella, ya no cabe, por 
tanto, en nuestro país cualquier modelo educativo, porque ha que-
dado fijado un orden constitucional educativo, lo que podemos 
llamar una auténtica "Constitución educativa", dentro de la cual 
han de moverse en adelante las leyes, los jueces y los Gobiernos y 
el resto de las distintas Administraciones públicas que intervengan 
en la materia. Han pasado, sin embargo, casi tres décadas de vi-
gencia constitucional y todavía el país sigue viviendo vivas polé-
micas sobre aspectos fundamentales del orden jurídico educativo. 
A pesar de la importantísima contribución del Tribunal Constitu-
cional a una clarificación que resulta estéril tratar de ignorar, hay 
sectores que siguen resistiéndose a su plena aceptación o que in-
cluso tratan de forzar un giro sustancial en la comprensión del sis-
tema garantizado por la Constitución. Es innegable, con todo, que 
la jurisprudencia constitucional ha ido reduciendo la cantidad e 
importancia de las. cuestiones discutidas y que cada vez parece 
más cercana la posibilidad de una aceptación pacífica, por parte de 
la mayor parte de la sociedad y de las fuerzas políticas, de un or-
den básico que no tenga que replantearse cada vez que llega un 
partido distinto al Gobierno de la nación. 
2. El buen camino fue costosa pero fecundamente abierto por 
la Sentencia 5/1981, con la que quedó zanjado el primer gran 
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pleito constitucional que se suscitó con motivo de la primera gran 
ley educativa postconstitucional, la Ley Orgánica 5/1980, de 19 
de junio, por la que, a iniciativa del Gobierno que presidía Adol-
fo Suárez y sustentaba la UCD, se reguló 10 que se llamó el Esta-
tuto de Centros Escolares. 
El conflicto se instrumentó como un recurso de inconstitucio-
nalidad que interpuso Tomás de la Quadra-Salcedo como Comi-
sionado de sesenta y cuatro Senadores de varios Grupos socialis-
tas que entonces había en el Senado: el Socialista del PSOE, el de 
Socialistas de Cataluña y el de Socialistas vascos. El recurso se 
presentó el 14 de octubre de 1980 iniciándose su tramitación con 
su admisión el 22 de octubre siguiente. La tramitación fue ejem-
plarmente diligente, pero sufrió algún aplazamiento debido a las 
dificultades que encontró el Tribunal para ponerse de acuerdo so-
bre los puntos más importantes. Finalmente, la ponencia elabora-
da por el profesor Tomás y Valiente y respaldada por un número 
amplio pero minoritario de magistrados, no pudo prosperar en lo 
concerniente a los fundamentos de los motivos primero y segundo 
de la demanda y a los pronunciamientos primero y segundo del fa-
llo. En la sesión del Pleno del Tribunal del 23 de enero de 1981, el 
ponente solicitó ser relevado de la redacción de la Sentencia en 
esos extremos y, tras aceptarse esta petición, se encargó esa parte 
al profesor Rubio Llorente, que sería el encargado, por tanto, de 
proponer la redacción de los mencionados fundamentos y pronun-
ciamientos. Del costoso alumbramiento de esta primera gran Sen-
tencia sobre la "Constitución educativa" dejaría constancia, no 
obstante, no solamente el número 15 de sus Antecedentes, sino, 
sobre todo, el extenso voto particular que sobre lo relativo al mo-
tivo primero formuló Tomás y Valiente, con la adhesión del grupo 
de magistrados que habían secundado su posición: los también 
profesores Latorre Segura y Díez de Velasco, y el magistrado del 
orden judicial, prematuramente fallecido no mucho después, Plá-
cido Fernández Viagas. El Tribunal quedó, pues, dividido en esta 
su primera gran Sentencia en la materia y una de las primeras que, 
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en conjunto, iniciaron su andadura con aquella su primera forma-
ción, bajo la presidencia de Manuel García-Pelayo. La posición 
mayoritaria fue respaldada además de por el Presidente y el po-
nente, en lo relativo al núcleo de la discrepancia, Francisco Rubio 
Llorente, por los profesores Gloria Begué-Cantón, Luis Díez Pica-
zo y Rafael Gómez-Ferrer, y los magistrados del orden judicial Je-
rónimo Arozamena Sierra y Ángel Escudero del Corral. Por algu-
na razón no formó parte del Pleno para esta Sentencia el profesor 
Antonio Troyol Serra, que había sustituido en 1980, tras su tem-
prana renuncia, al profesor Aurelio Menéndez Menéndez. Proba-
blemente su no intervención tuvo que ver con el momento de su 
incorporación al Tribunal. En lo fundamental, pues, el Tribunal 
formuló su doctrina por una mayoría de siete magistrados contra 
cuatro. Pero la relevancia de esta doctrina y la solidez de su funda-
mentación explican quizás que, cuando cuatro años más tarde, casi 
el mismo Tribunal hubo de pronunciarse sobre la constitucionali-
dad de la LODE -ya intervino Troyol, y Plácido Femández Viagas 
había sido sustituido por Francisco Pera Verdaguer-, la Sentencia 
77/1985 fuera adoptada nemine discrepante, actuando de ponente 
uno de los magistrados de la minoría de la de 1981: Manuel Díez 
de Velasco. Las bases del sistema habían sido aceptadas por todos 
o, al menos, así podía parecer. 
La Sentencia 5/1981 se pronunció también sobre aspectos re-
lativos al reparto competencial posible entre Estado y Comunida-
des Autónomas y al papel de las leyes orgánicas, lo que incide en 
lo que, en un sentido amplio, podríamos considerar elementos no 
sustantivos sino adjetivos -organizativos- del orden constitucio-
nal educativo. Carecemos de espacio para prestarles aquí nuestra 
atención. Hubo ahí también en esto una discrepancia, pero de dis-
tinto porte, en el seno del Tribunal, que se tradujo en un voto par-
ticular de los magistrados Arozamena y Rubio Llorente sobre el 
motivo cuarto de los tratados por la Sentencia. 
3. La mayor enjundia de la Sentencia se concentra, desde lue-
go, en cuanto fue discutido en tomo al motivo primero del recUf-
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so, donde se planteaba todo el problema del alcance y ajuste reCÍ-
proco entre los derechos y libertades fundamentales -reconocidos 
en el artículo 27 de la Constitución- que pueden concurrir en la 
educación escolar: el derecho de los titulares de los centros priva-
dos a conformarlos con un ideario -lo que, más tarde, la LO DE 
denominaría un "carácter propio"-, la libertad de cátedra o de ex-
presión docente de sus profesores (su "libertad ideológica y reli-
giosa" y su "derecho a la producción, creación e investigación li-
teraria, artística, científica y técnica y la comunicación de sus 
resultados"), y "los derechos de los padres de los alumnos reco-
nocidos en la Constitución y la libertad ideológica de los alum-
nos". El problema se ceñía a los centros privados o de iniciativa 
social, fruto de la libertad que para su creación reconoce el artí-
culo 27.6 de la Constitución a cualquier persona física o jurídica 
"dentro del respeto a los principios constitucionales". Pero, por 
razones de conexión, y tras dejar el Tribunal bien claramente es-
tablecido que no puede ser objeto exclusivo de ninguna de las 
pretensiones de un recurso de inconstitucionalidad la obtención 
de fallos meramente interpretativos (sin conexión directa o nece-
saria con la petición de un pronunciamiento sobre adecuación o 
inadecuación a la Constitución de preceptos concretos de la ley 
impugnada), no dejó de hacer también interpretaciones relevantes 
para los centros públicos, como vamos a ver. Los recurrentes con-
sideraban, en suma, que la LOECE amparaba un derecho de los 
centros privados al ideario que, por falta, a su juicio, de suficien-
te limitación, podía lesionar inconstitucionalmente los derechos 
de todas las demás partes implicadas en la comunidad educativa 
de cada centro escolar: muy especialmente los de libertad de su 
profesorado, que el artículo 15 de la ley impugnada limitaba con 
la obligación de respetar el ideario del centro, pero también los de 
los padres de los alumnos, cuyas asociaciones quedaban asimis-
mo limitadas por él en sus actividades, en virtud del artículo 18. 
El núcleo de la cuestión no era, en suma, sino el alcance que pue-
da o deba reconocerse a la libertad escolar, al derecho de cual-
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quier persona o entidad a ejercer libremente la iniciativa de ofer-
tar proyectos escolares con los que satisfacer la demanda educa-
tiva social, asegurando debidamente su cumplida ejecución. 
Como ya apuntamos, precisamente la principal consecuencia de-
terminante que había comportado la inclusión del artículo 10.2 
por el Senado en la elaboración de la Constitución, había sido al-
terar radicalmente la ambigua limitación con la que aparentemen-
te se formulaba tal derecho fundamental en el artículo 27.6, que 
sólo habla de "libertad de creación" y omite referirse a la direc-
ción de los centros creados. Es bien expresivo que la primera 
gran disputa postconstitucional reviviese justamente esta capital 
cuestión, a impulsos de los mismos socialistas que en Peces-Bar-
ba habían dado un día un portazo, amenazando con la ruptura del 
consenso constitucional, cuando vieron su proyecto marginado 
con la inclusión del artículo 10.2 y su apelación al valor herme-
néutico constitucional de los acuerdos internacionales sobre la 
materia ratificados por España. Sabían bien lo que esto significa-
ba, aunque resultara bien sorprendente que una fuerza política 
tradicionalmente tan internacionalista y sedicente defensora de 
los derechos humanos pudiera molestarse y oponerse a un pre-
cepto como el mencionado, que vinculaba a la nueva España de-
mocrática y constitucional a la gran cultura universal de los dere-
chos humanos elaborada especialmente y potenciada tras la 
derrota del régimen totalitario nacional-socialista al término de la 
11 Guerra mundial, aun en medio del enrarecido clima de confron-
tación mundial de lo que pronto fueron los dos grandes bloques, 
que ha durado hasta que, en los últimos años ochenta del pasado 
siglo, quedara colapsado el que representaba al otro gran totalita-
rismo del siglo XX. 
Pues bien, en efecto, en esta Sentencia de 1981 el Tribunal 
Constitucional, comenzando por la clara afirmación de la obliga-
ción de "interpretar las normas relativas a derechos fundamenta-
les y libertades públicas que nuestra Constitución incorpora, se-
gún dispone el artículo 10.2" de la Constitución (FJ 7), sentó 
800 JOSÉ LUIS MARTtNEZ LÓPEZ-MUÑ¡Z 
netamente las bases a las que la Constitución obliga a atenerse, si 
bien las explicitaría de modo más completo y definitivo en la 
Sentencia sobre la LODE, en 1985, cuatro años más tarde. 
4. Admitió que la libertad de enseñanza "que explícitamente 
reconoce nuestra Constitución (artículo 27.1) puede ser entendi-
da como una proyección de la libertad ideológica y religiosa y 
del derecho a expresar y difundir libremente los pensamientos, 
ideas u opiniones constitucionales (especialmente artículo 16.1 y 
20.1.a)", conforme a la 'conexión' "explícitamente establecida 
en el artículo 9 del Convenio para la protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales firmado en Roma en 
4 de noviembre de 1950", pero advirtió a la vez la específica 
complejidad de la educación en tanto que, en suma, requiere nor-
malmente una instrumentación institucional escolar, "en cuanto 
que la enseñanza es una actividad encaminada de modo sistemá-
tico y con un mínimo de continuidad a la transmisión de un de-
terminado cuerpo de conocimientos y valores", por lo que la li-
bertad de enseñanza o en la enseñanza "implica, de una parte, el 
derecho a crear instituciones educativas (artículo 27.6) y, de otra, 
el derecho de quienes llevan a cabo personalmente la función de 
enseñar, a desarrollarla con libertad dentro de los límites del 
puesto docente que ocupan (artículo 20 .1 .c)" , derivando también 
de ella, en cuanto principio, "el derecho de los padres a elegir la 
formación religiosa y moral que desean para sus hijos" (artículo 
27.3) . 
Implícitamente, y sobre todo por lo que diría en el FJ 8 a lo 
que enseguida aludiremos, no dejaba de tenerse en cuenta, a la 
postre, que esa libertad implica sobre todo la libertad del educan-
do y de quienes responden por él mientras es menor, en el ejerci-
cio de su derecho a la educación, de modo que resulta inherente a 
éste el derecho a elegir la escuela o el centro donde satisfacerlo. 
Todas las otras dimensiones de la libertad de enseñanza -la de 
iniciativa escolar, la individual de los profesores- sólo se justifi-
can en realidad al servicio de la del educando, de su derecho a la 
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educación en libertad. La Sentencia no lo expresa en estos térmi-
nos, pero es su inequívoco sustrato. 
Por lo demás, el mismo FJ 7 en que se contienen las afirmacio-
nes entrecomilladas anteriores, disipó cualquier posible duda 
acerca de que, si bien la libertad de enseñanza también se aplica 
a "instituciones docentes o educativas que se sitúan fuera del ám-
bito de las enseñanzas regladas" -esto es, 10 que se llama la ense-
ñanza no institucionalizada, no integrada en el llamado sistema 
educativo establecido por la ley- es éste precisamente su ámbito 
más propio. Cabalmente por eso la "continuidad y sistematici-
dad" que caracterizan en él a la acción educativa "justifica y ex-
plica" que toda esa libertad (la Sentencia 10 afirma específica-
mente de la libertad de creación de centros) "haya de moverse en 
todos los casos dentro de límites más estrechos que los de la pura 
libertad de expresión". Por eso, además de orientarse, "como exi-
ge el apartado 2° del artículo 27, hacia el pleno desarrollo de la 
personalidad humana en el respeto a los principios democráticos 
de convivencia ya los derechos y libertades fundamentales, con 
las precisiones y matizaciones que de algunos aspectos de este 
enunciado hace el Pacto Internacional de Derecho Económicos, 
Sociales y Culturales (artículo 13)", se ha de "acomodar a los re-
quisitos que el Estado imponga para los centros de cada nivel" 
(FJ 7). 
5. Pero, en punto a la cuestión central planteada, el Tribunal 
sería bien claro. Aun sin hablar todavía, como hará pocos años 
después en la Sentencia sobre la LODE, sobre la esencial vincu-
lación a la libertad de creación del derecho a la dirección, ciñén-
dose a lo planteado por los recurrentes, el Tribunal dejó bien es-
tablecido que el derecho de los titulares de los centros privados a 
establecer para ellos un ideario educativo propio "forma parte de 
la libertad de creación de centros, en cuanto equivale a la posibi-
lidad de dotar a éstos de un carácter u orientación propios". El 
Tribunal razonaría con toda lógica que precisament~ "esta espe-
cificidad" es lo que "explica la garantía constitucional de crea-
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ción de centros docentes que, en otro caso, no sería más que una 
expresión concreta del principio de libertad de empresa que tam-
bién la Constitución (artículo 38) consagra". Por lo mismo, sus lí-
mites no serán sino los mismos "límites necesarios" del derecho 
de libertad de creación de centros docentes al que es inherente. 
De ahí que -contra lo apuntado por el voto particular de la mino-
ría y tantas veces erróneamente afirmado en distintos medios- "el 
derecho a establecer un ideario no está limitado a los aspectos re-
ligiosos y morales de la actividad educativa", sino que, obvia-
mente, "puede extenderse a los distintos aspectos" de ésta. Y, 
como viene a apuntarse en el mismo FJ 8 en que se afirma todo 
esto, se corresponde en realidad con "el derecho a elegir centro 
docente que enuncia el artículo 13.3 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales"; no es algo mera-
mente "instrumental respecto del derechos de los padres a elegir 
el tipo de formación religiosa y moral que desean para sus hijos", 
"consagrado por el artículo 27.3 de la Constitución", "aunque 
también es obvio que la elección de centro docente sea un modo 
de elegir una determinada formación religiosa y moral" (no el 
único). 
No habla esta Sentencia, como decimos, de la dirección de los 
centros, pero qué duda cabe de que su doctrina sobre el ideario o 
carácter propio está dando por supuesto que esta opción educati-
va determinada por el creador de cada centro de iniciativa priva-
da o social, en tomo a la cual se organizará el correspondiente 
centro escolar y desarrollará toda su actividad, habrá de poder 
ser mantenida como propia de éste por su titular. Ningún sentido 
tendría cuanto dice la Sentencia sobre el derecho del titular so-
bre el ideario del centro por él creado, si no se refiriese precisa-
mente a su derecho a conducir, a dirigir el centro, conforme a ese 
ideario. Es esto lo que el Tribunal está afirmando, en suma, 
como componente esencial del derecho a crear centros docentes 
que la Constitución proclama en su artículo 27.6 a favor de cual-
quier persona física o jurídica "dentro del respeto a los princi-
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pios constitucionales". Por esto venimos diciendo que con esta 
Sentencia, el Tribunal dio el primer paso, pero un paso determi-
nante, en el esclarecimiento de la "Constitución educativa", aun-
que luego lo completase, en esta capital cuestión que venimos 
tratando, al enjuiciar la LODE. 
6. Pues bien, sobre esta doctrina firme el Tribunal resolvería 
expresamente el problema de las reglas del necesario ajuste en-
tre los derechos de los titulares de los centros privados -respon-
sables de sus correspondientes proyectos educativos, conforma-
dos por ellos mismos en ejercicio de su libertad constitucional 
para tratar de satisfacer así del mejor modo a la real demanda so-
cial- y los derechos de quienes colaboran con ellos como profe-
sores, titulares por su parte de esa dimensión individual de la li-
bertad de enseñanza que nuestra Constitución denomina en el 
artículo 20.1c) la libertad de cátedra y que el Tribunaltambién 
llama libertad de expresión docente del profesor en su específi-
co puesto docente. 
Es en este punto, relativo al diverso modo de ejercerse la liber-
tad de los profesores, donde el Tribunal marcó ya elementos rele-
vantes de diferencia entre los centros públicos y los privados, como 
un trasunto de la trascendental diferencia estructural que debe re-
conocerse entre unos y otros para ser plenamente coherentes con 
cuanto implica en realidad el Estado de Derech03 • 
En efecto, el contenido de esa libertad garantizada por la 
Constitución en principio "frente a los poderes públicos", "se ve 
necesariamente modulado por las características del puesto do-
3. Sobre el sentido y relevancia de la distinción entre lo público y lo priva-
do y, más concretamente, entre el Derecho público y el privado en el Estado de 
Derecho, vid. nuestros estudios sobre "La garantía constitucional del Derecho 
administrativo", Revista Iberoamericana de Administración Pública, 9 (julio-
diciembre 2002), pp. 17-27, Y "El Derecho administrativo moderno. El Dere-
cho administrativo en la construcción de una sociedad moderna", Revista de 
Derecho (Universidad de Piura), vol. 4 (2003), pp. 152 Y ss. 
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cente O cátedra cuya ocupación titula para el ejercicio de esa li-
bertad". Y esas características vienen determinadas fundamental-
mente, dice la Sentencia, "por la acción combinada de dos facto-
res: la naturaleza pública o privada del centro docente en primer 
término, y el nivelo grado educativo al que tal puesto docente co-
rresponde, en segundo lugar". El FJ 9 desarrolla estas ideas de 
modo sumamente interesante y, en general, acertado, por más que 
quepa cuestionar la significación real y el alcance práctico de la 
neutralidad ideológica que se predica de cada uno de los puestos 
docentes de los centros públicos, en lo que no tenemos espacio 
para entrar aquí. No pueden dejar de destacarse, sin embargo, 
como piezas sustanciales de la respuesta que dio entonces el Tri-
bunal a los recurrentes, decantando de modo importante los co-
rrespondientes elementos de la "Constitución educativa" , sus ro-
tundas afirmaciones de que "en los centros privados, la defmición 
del puesto docente viene dada, además de por las características 
propias del nivel educativo, yen cuanto aquí interesa -dijo en el 
FJ 10-, por el ideario que, en uso de la libertad de enseñanza y 
dentro de los límites antes señalados, haya dado a aquél su titu-
lar" , que "la libertad de cátedra del profesorado de estos centros 
es tan plena como la de los profesores de los centros públicos", y 
que no resulta violada porque la ley le imponga como límite "el 
respeto al ideario propio del centro". "La existencia de un ideario, 
conocida por el profesor al incorporarse libremente al centro o li-
bremente aceptada cuando el centro se dota de tal ideario después 
de esa incorporación", será factor determinante en el ejercicio de 
su libertad docente, la cual habrá de ser "compatible, por tanto, 
con la libertad del centro del que forma parte el ideario". Si, por 
una parte, le permitirá ejercer esa libertad con cuantas posibilida-
des le ofrezca precisamente el marco de ese ideario del proyecto 
escolar por el que ha optado y con el que se ha comprometido li-
bremente, es claro, por otra, que le marcará algunas limitaciones: 
no podrá "dirigir ataques abiertos o solapados contra ese ideario, 
sino sólo desarrollar su actividad en los términos que juzgue más 
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adecuados y que, con arreglo a un criterio serio y objetivo, no re-
sulten contrarios a aquél", siendo mayor la "virtualidad limitante 
del ideario" "en lo que se refiere a los aspectos propiamente edu-
cativos o formativos de la enseñanza y menor en lo que toca a la 
simple transmisión de conocimientos". No tendrá que convertir-
se cada profesor "en apologista" del ideario ni estará obligado "a 
transformar su enseñanza en propaganda o adoctrinamiento, ni a 
subordinar a ese ideario las exigencias que el rigor científico im-
pone a su labor" (PJ 10), pero incluso su actividad al margen de 
su función docente, en razón de su "posible notoriedad" y "natu-
raleza" "e incluso su intencionalidad" , puede convertirse en "par-
te importante e incluso decisiva de la labor educativa que le esté 
encomendada", y ser, en consecuencia, juzgada con razón como 
una "violación de su obligación de respetar tal ideario" (PJ 11). 
Aun de forma equilibrada, pues, y sin aceptar "una tendencia ex-
pansiva de cualquiera de estas dos libertades" (PJ 10), se garanti-
za la razonable prevalencia del ideario, del proyecto escolar que 
toca asegurar al titular del centro, en cumplimiento de su compro-
miso jurídico con todos los profesores, alumnos y padres que se 
aúnan en la comunidad escolar correspondiente. Lo que, desde 
luego, equivale al reconocimiento de un derecho del titular del 
centro a los poderes necesarios para la dirección del centro, como 
se ocupará de aclarar más plenamente la Sentencia de la LODE 
en 1985. Algo sin lo que la "Constitución educativa" sería otra 
cosa muy distinta4 • 
4. Vid., en relación con todo esto, nuestro estudio sobre "Autonomía de los 
centros escolares y derecho a la educación en libertad" , Persona y Derecho, 50 
(2004), pp. 447 Y ss. 
806 EL ESCLARECIMIENTO DE LA "CONSTITUCIÓN EDUCATNA" 
SENTENCIA 5/1981, DE 13 DE FEBRERO 
Pleno: García-Pelayo y Alonso, Arozamena Sierra, Latorre Segura, Díez de 
Velasco Vallejo, Rubio Llorente (ponente 5-17), Begué Cantón, Díez-
Picazo y Ponce de León, Tomás y Valiente (ponente inicial), Gómez-
Ferrer Morant, Escudero del Corral y Femández Viagas. 
Fundamentos jurídicos: 
6. 
"Las llamadas en parte de la doctrina Sentencias interpretativas, esto es, 
aquellas que rechazan una demanda de inconstitucionalidad o, lo que es lo 
mismo, declaran la constitucionalidad de un precepto impugnado en la medi-
da en que se interprete en el sentido que el Tribunal Constitucional considera 
como adecuado a la Constitución, o no se interprete en el sentido (o sentidos) 
que considera inadecuados, son, efectivamente, un medio al que la jurispru-
dencia constitucional de otros países ha recurrido para no producir lagunas in-
necesarias en el ordenamiento, evitando, al tiempo, que el mantenimiento del 
precepto impugnado pueda lesionar el principio básico de la primacía de la 
Constitución. Es, en manos del Tribunal, un medio lícito, aunque de muy deli-
cado y difícil uso, pero la emanación de una Sentencia de este género no pue-
de ser objeto de una pretensión de los recurrentes. El Tribunal Constitucional 
es intérprete supremo de la Constitución, no legislador, y sólo cabe solicitar de 
él el pronunciamiento sobre adecuación o inadecuación de los preceptos a la 
Constitución" . 
7. "La libertad de enseñanza que explícitamente reconoce nuestra Consti-
tución (art. 27.1) puede ser entendida como una proyección de la libertad ide-
ológica y religiosa y del derecho a expresar y difundir libremente los pensa-
mientos, ideas u opiniones que también garantizan y protegen otros preceptos 
constitucionales (especialmente arts. 16.1 y 20.1 a). Esta conexión queda, por 
lo demás, explícitamente establecida en el arto 9 del Convenio para la protec-
ción de los derechos humanos y de las libertades fundamentales firmado en 
Roma en 4 de noviembre de 1950, en conformidad con el cual hay que inter-
pretar las normas relativas a derechos fundamentales y libertades públicas que 
nuestra Constitución incorpora, según dispone el artículo 10.2". 
"Aunque la libertad de creación de centros docentes (art. 27.6) incluye la 
posibilidad de crear instituciones docentes o educativas que se sitúan fuera del 
ámbito de las enseñanzas regladas, la continuidad y sistematicidad de la acción 
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educativa justifica y explica que la libertad de creación de centros docentes 
como manifestación específica de la libertad de enseñanza haya de moverse en 
todos los casos dentro de límites más estrechos que los de la pura libertad de 
expresión. Así, en tanto que ésta (art. 20.4 de la Constitución) está limitada 
esencialmente por el respeto a los demás derechos fundamentales y por la ne-
cesidad de proteger a la juventud y a la infancia, el ejercicio de la libertad de 
creación de centros docentes tiene la limitación adicional, impuesta en el mis-
mo precepto que la consagra, del respeto a los principios constitucionales que, 
como los del Título Preliminar de la Constitución (libertad, igualdad, justicia, 
pluralismo, unidad de España, etc.), no consagran derechos fundamentales, y 
la muy importante, derivada del arto 27.2 de la Constitución, de que la ense-
ñanza ha de servir determinados valores (principios democráticos de convi-
vencia, etc.) que no cumplen una función meramente limitativa, sino de inspi-
ración positiva". 
8. "El derecho que el arto 34 de la L.O.E.C.E. reconoce a los titulares de los 
centros privados para 'establecer un ideario educativo propio dentro del respe-
to a los principios y declaraciones de la Constitución', forma parte de la liber-
tad de creación de centros, en cuanto equivale a la posibilidad de dotar a éstos 
de un carácter u orientación propios. Esta especificidad explica la garantía 
constitucional de creación de centros docentes que, en otro caso, no sería más 
que una expresión concreta del principio de libertad de empresa que también 
la Constitución (art. 38) consagra". 
"El derecho a establecer un ideario propio como faceta del derecho a crear 
centros docentes, tiene los límites necesarios de este derecho de libertad. No 
son límites que deriven de su carácter instrumental respecto del derecho de los 
padres a elegir el tipo de formación religiosa y moral que desean para sus hi-
jos, pues no hay esta relación de instrumentalidad necesaria, aunque sí una in-
dudable interacción. El derecho de los padres a decidir la formación religiosa 
y moral que sus hijos han de recibir, consagrado por el art. 27.3 de la Consti-
tución, es distinto del derecho a elegir centro docente que enuncia el arto 13.3 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aun-
que también es obvio que la elección de centro docente sea un modo de elegir 
una determinada formación religiosa y moral. 
Tratándose de un derecho autónomo, el derecho a establecer un ideario no 
está limitado a los aspectos religiosos y morales de la actividad educativa. Den-
tro del marco de los principios constitucionales, del respeto a los derechos fun-
damentales, del servicio a la verdad, a las exigencias de la ciencia y a las restan-
tes finalidades necesarias de la educación ( ... ). No se trata, pues, de un derecho 
ilimitado ni lo consagra como tal el arto 34 de la L.O.E.C.E., que explícitamente 
sitúa sus límites en el respeto a los principios y declaraciones de la Constitución. 
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Este precepto sería, efectivamente, inconstitucional, como el recurrente preten-
de, si no señalase limitaciones al alcance del ideario, pero mediante esa referen-
cia a los principios y declaraciones de la Constitución los establece de manera 
genérica y suficiente, y no puede ser tachado de inconstitucionalidad". 
9. 
"Aunque tradicionalmente por libertad de cátedra se ha entendido una li-
bertad propia sólo de los docentes en la enseñanza superior o, quizá más pre-
cisamente, de los titulares de puestos docentes denominados precisamente "cá-
tedras' y todavía hoy en la doctrina alemana se entiende, en un sentido 
análogo, que tal libertad es predicable sólo respecto de aquellos profesores 
cuya docencia es proyección de la propia labor investigadora, resulta eviden-
te, a la vista de los debates parlamentarios, que son un importante elemento de 
interpretación, aunque no la determinen, que el constituyente de 1978 ha que-
rido atribuir esta libertad a todos los docentes, sea cual fuere el nivel de ense-
ñanza en el que actúan y la relación que media entre su docencia y su propia 
labor investigadora. 
Se trata, sin embargo, como en principio ocurre respecto de los demás de-
rechos y libertades garantizados por la Constitución, de una libertad frente al 
Estado o, más generalmente, frente a los poderes públicos, y cuyo contenido 
se ve necesariamente modulado por las características propias del puesto do-
cente o cátedra cuya ocupación titula para el ejercicio de esa libertad. Tales ca-
racterísticas vienen determinadas, fundamentalmente, por la acción combina-
da de dos factores: la naturaleza pública o privada del centro docente en 
primer término, y el nivelo grado educativo al que tal puesto docente corres-
ponde, en segundo lugar. 
En los centros públicos de cualquier grado o nivel la libertad de cátedra tie-
ne un contenido negativo uniforme en cuanto que habilita al docente para re-
sistir cualquier mandato de dar a su enseñanza una orientación ideológica de-
terminada, es decir, cualquier orientación que implique un determinado 
enfoque de la realidad natural, histórica o social dentro de los que el amplio 
marco de los principios constitucionales hacen posible. Libertad de cátedra es, 
en este sentido, noción incompatible con la existencia de una ciencia o una 
doctrina oficiales". 
"En un sistema jurídico político basado en el pluralismo, la libertad ideoló-
gica y religiosa de los individuos y la aconfesionalidad del Estado, todas las 
instituciones públicas y muy especialmente los centros docentes, han de ser, en 
efecto, ideológicamente neutrales. Esta neutralidad, que no impide la organiza-
ción en los centros públicos de enseñanzas de seguimiento libre para hacer po-
sible el derecho de los padres a elegir para sus hijos la formación religiosa y 
moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones (art. 27.3 de la Consti-
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tución), es una característica necesaria de cada uno de los puestos docentes in-
tegrados en el centro, y no el hipotético resultado de la casual coincidencia en 
el mismo centro y frente a los mismos alumnos, de profesores de distinta orien-
tación ideológica cuyas enseñanzas se neutralicen recíprocamente. 
~ La neutralidad ideológica de la enseñanza en los centros escolares públicos 
regulados en la L.O.E.C.E. impone a los docentes que en ellos desempeñan su 
función una obligación de renuncia a cualquier forma de adoctrinamiento ide-
ológico, que es la única actitud compatible con el respeto a la libertad de las 
familias que, por decisión libre o forzadas por las circunstancias, no han elegi-
do para sus hijos centros docentes con una orientación ideológica determinada 
y explícita". 
10. "En los centros privados, la definición del puesto docente viene dada, 
además de por las características propias del nivel educativo, y, en cuanto aquí 
interesa, por el ideario que, en uso de la libertad de enseñanza y dentro de los 
límites antes señalados, haya dado a aquél su titular. Cualquier intromisión de 
los poderes públicos en la libertad de cátedra del profesor sería así, al mismo 
tiempo, violación también de la libertad de enseñanza del propio titular del 
centro. La libertad de cátedra del profesorado de estos centros es tan plena 
como la de los profesores de los centros públicos, y ni el arto 15 de la L.O.E.C. 
E. ni ningún otro precepto de esta Ley la violan al imponer como límite de la 
libertad de enseñanza de los profesores el respeto al ideario propio del centro" . 
"La existencia de un ideario, conocida por el profesor al incorporarse libre-
mente al centro o libremente aceptada cuando el centro se dota de tal ideario 
después de esa incorporación, no le obliga, como es evidente, ni a convertirse 
en apologista del mismo, ni a transformar su enseñanza en propaganda o adoc-
trinamiento, ni a subordinar a ese ideario las exigencias que el rigor científico 
impone a su labor. El profesor es libre como profesor, en el ejercicio de su ac-
tividad específica. Su libertad es, sin embargo, libertad en el puesto docente 
que ocupa, es decir, en un determinado centro y ha de ser compatible, por tan-
to, con la libertad del centro, del que forma parte el ideario. La libertad del 
profesor no le faculta por tanto para dirigir ataques abiertos o solapados con-
tra ese ideario, sino sólo para desarrollar su actividad en los términos que juz-
gue más adecuados y que, con arreglo a un criterio serio y objetivo, no resul-
ten contrarios a aquél. La virtualidad limitante del ideario será, sin duda, 
mayor en lo que se refiere a los aspectos propiamente educativos o formativos 
de la enseñanza, y menor en lo que toca a la simple transmisión de conoci-
mientos, terreno en el que las propias exigencias de la enseñanza dejan muy 
estrecho margen a las diferencias de idearios". 
"Es evidente que la diferencia de criterio entre el titular del centro y el pro-
fesor que en él presta sus servicios puede dar origen a conflictos cuya solución 
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habrá de buscarse a través de la jurisdicción competente y, en último término 
y en cuanto haya lesión de derechos fundamentales o libertades públicas de 
este mismo Tribunal por la vía de amparo y no mediante el establecimiento 
apriorístico de una doctrina general". 
11. "Es también claro en el mismo orden de ideas que las actividades o la 
conducta lícita de los profesores, al margen de su función docente en un cen-
tro dotado de ideario propio, pueden ser eventualmente consideradas por el ti-
tular de éste como una violación de su obligación de respetar tal ideario o, di-
cho de otro modo, como una actuación en exceso del ámbito de libertad de 
enseñanza que la L.O.E.C.E. (art. 15) les otorga y, en consecuencia, como un 
motivo suficiente para romper la relación contractual entre el profesor y el 
centro. Sólo la jurisdicción competente y también, en último término, este mis-
mo Tribunal a través del recurso de amparo, podrán resolver los conflictos que 
así se produzcan ( ... )". 
12. "La declaración de inconstitucionalidad del arto 18, que el recurrente 
pretende en este Motivo Primero de su recurso, se apoya en la limitación que 
la existencia de un ideario propio impone a la participación de los padres de 
alumnos en el control y gestión del centro. Como es obvio, esta pretendida in-
constitucionalidad se daría sólo, de existir, en los centros privados sostenidos 
con fondos públicos, que son los únicos en los que, pudiendo estar dotados de 
un ideario propio, hay también un derecho constitucionalmente garantizado a 
los padres de alumnos para intervenir en su gestión y control 'en los términos 
que la Ley establezca' . 
La amplísima libertad que la Constitución deja en este punto al legislador 
ordinario, limitada sólo por la necesidad de respetar el 'contenido esencial' del 
derecho garantizado (art. 53.1), haría ya en sí misma imposible considerar esta 
regulación legal como no adecuada a la Constitución. A mayor abundamiento 
es claro, sin embargo, que al haber elegido libremente para sus hijos un centro 
con un ideario determinado están obligados a no pretender que el mismo siga 
orientaciones o lleve a cabo actividades contradictorias con tal ideario, aunque 
sí puedan pretender legítimamente que se adopten decisiones que, como antes 
se indicaba respecto de la libertad de enseñanza que la Ley otorga a los profe-
sores de este género de centros, no puedan juzgarse, con arreglo a un criterio 
serio y objetivo, contrarias al ideario". 
14. "El arto 34 de la L.O.E.C.E. ( ... ) establece un sistema único de interven-
ción de padres, profesores, personal no docente y, en su caso, alumnos en el con-
trol y gestión de los centros docentes privados, con independencia de que éstos 
estén sostenidos o no con fondos públicos ( ... ). ( ... ) la composición concreta de 
dichos órganos y, sobre todo, sus atribuciones se dejan a lo que se denomina 'es-
tatuto o reglamento de régimen interior' que cada centro deberá elaborar ( ... ). 
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Este tratamiento indiferenciado de dos tipos de centros cuyas diferencias 
son relevantes desde el punto de vista constitucional implica algunas dificul-
tades en el tratamiento y solución de la cuestión propuesta. Como es obvio, 
sólo en el caso de los centros sostenidos con fondos públicos atribuye la Cons-
titución un derecho a intervenir en el control y gestión y, por consiguiente, 
sólo respecto de este género de centros tiene sentido cuestionar la constitucio-
nalidad de estos preceptos. ( ... )". 
15. 
"( ... ) el legislador ( ... ) respecto de los centros privados sostenidos con fon-
dos públicos (concepto que no define y en el que introduce, además, como más 
adelante se señalará, un elemento que se presta al equívoco), se limita a hacer 
una definición general de tales órganos y de sus funciones genéricas ( ... ). ( ... ) 
al remitir al reglamento de régimen interior materias reservadas a la Ley, el 
precepto es inconstitucional y nulo". 
16. "El apartado 3 d) del art. 34 de la L.O.E.C.E. el único que hace referen-
cia explícita a los centros sostenidos con fondos públicos, que utiliza una fór-
mula extremadamente vaga e imprecisa ('intervenir en el control y supervisar 
la gestión económica del centro') para delimitar el contenido concreto del de-
recho, introduce un elemento adicional de confusión en cuanto que, además de 
omitir toda precisión acerca de qué es lo que hay que entender por 'sosteni-
miento con fondos públicos', habla no sólo de centros, sino de 'centros o nive-
les sostenidos con fondos estatales o de otras entidades públicas'''. 
17. 
"( ... ) la inconstitucionalidad de los preceptos analizados sólo se da, pues, 
respecto de determinado género de centros de los que únicamente en el aparta-
do 3 d) se hace mención específica. Procede, pues, declarar la inconstituciona-
lidad pura y simple de este precepto y la inconstitucionalidad referida sólo a los 
centros privados sostenidos con fondos públicos de los restantes preceptos del 
mismo art. 34, apartados 2 y 3 b), que en el presente recurso se impugnan". 
19. "Ahora bien: el art. 18.1 no se limita a señalar que la intervención formu-
lada en el art. 27.7 de la Constitución se ha de realizar en los órganos colegiados 
de gobierno del centro, sino que añade innecesariamente una exigencia más. El 
citado precepto de la Ley Orgánica 5/1980 establece imperativamente ('existi-
rá') la necesidad de que en cada centro haya una asociación de padres de alum-
nos 'a través de la que ejercerán su participación en los órganos colegiados' ( ... ). 
¿Hasta qué punto es constitucional exigir el cauce asociativo? Como afir-
man los recurrentes y sostiene unánimemente la doctrina ( ... ) el derecho de 
asociación, reconocido por nuestra Constitución en su art. 22.1, comprende no 
sólo en su forma positiva el derecho de asociarse, sino también, en su faceta 
negativa, el derecho de no asociarse. 
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Es cierto, además, que el derecho de participación reconocido por la Consti-
tución en el arto 27.7 está formulado sin restricciones ni condicionamientos ( ... ) 
al exigir el cauce asociativo, hay que declarar que tal precepto es inconstitucio-
nal, y que los padres podrán elegir sus representantes y ser ellos mismos elegi-
dos en los órganos colegiados de gobierno del centro por medio de elecciones di-
rectas sin que tal elección haya de realizarse a través del cauce asociátivo ( ... )". 
24. 
"( ... ) hay que declarar inconstitucional la Disposición adicional número 
tres de la L.O.E.C.E. en cuanto permite la modificación o sustitución por Le-
yes de las Comunidades Autónomas de los arts. 24.2 y 3, 25.3, 26, 27, 28.1 y 
2, 30 y 31 de la misma Ley orgánica". 
Fallo: 
1.° No aceptar las excepciones de inadmisibilidad del recurso alegadas por 
el representante del Gobierno. 
2.° Estimar parcialmente el recurso y en tal sentido: 
A) Declarar la inconstitucionalidad y consiguiente nulidad del arto 34.3 d) 
de la Ley Orgánica 5/1980 de 19 de junio. 
B) Declarar la inconstitucionalidad y consiguiente nulidad de los artículos 
34.3 b) y 34.2 de la misma Ley Orgánica en cuanto se refieren a centros soste-
nidos por la Administración con fondos públicos, no siendo opuestos a la 
Constitución en cuanto se refieren a centros privados no sostenidos con fondos 
públicos. -
C) Declarar la inconstitucionalidad y consiguiente nulidad del arto 18.1 de 
la citada Ley Orgánica 5/1980. 
D) Declarar la inconstitucionalidad y consiguiente nulidad de la Disposi-
ción adicional número tres de la Ley Orgánica 5/1980 en lo concerniente a los 
arts. 24.2 y 3,25.3,26,27,28.1 y 2, 30 Y 31, todos ellos de la misma Ley Or-
gánica. 
3.° Desestimar el recurso en todo lo demás. 
Voto particular sobre el Motivo Primero de la Sentencia formulado por el Ma-
gistrado Tomás y Valiente, al que se adhieren los Magistrados Latorre Segura, 
Díez de Velasco y Fernández Viagas. 
3. "Tiene razón el Abogado del Estado al negarse a que en un proceso de 
inconstitucionalidad se tratase de resolver por vía de anticipación los posibles 
y futuros casos singulares. Pero no es ese el problema. Lo cierto es que, al 
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efectuar el juicio lógico de conformidad o de disconformidad ( ... ) es ineludi-
ble en el recurso presente definir ciertos términos y, en ocasiones, precisar el 
alcance de determinados derechos o expresiones contenidos en la Ley impug-
nada, para de ese modo salvar su constitucionalidad. La Ley de Centros Esco-
lares emplea en los artículos impugnados términos que es necesario definir an-
tes de pronunciarse sobre su constitucionalidad. El derecho tiene su propia 
constelación de conceptos y la función del hermeneuta consiste en precisar el 
sentido jurídico de cada significante lingüístico, lo que debe hacer con mayor 
motivo cuando el término discutido ni es unívoco ni ofrece contornos de fácil 
intelección, como sucede, por ejemplo, con la palabra 'ideario'. Por otro lado, 
ocurre que una expresión clave dentro del problema planteado, como es la de 'li-
bertad de enseñanza' , no tiene idéntico significado en el art. 27.1 de la Constitu-
ción y en el art. 15 de la L.O.E.C.E., y es, por consiguiente, inexcusable fijar lo 
que debe entenderse con estas palabras en uno y otro contexto, antes de declarar 
la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los artículos impugnados". 
"Bien entendido que si en este Voto particular se propone lo que la doctrina de-
nomina una Sentencia interpretativa no es porque así lo pida el Comisionado de 
los recurrentes, sino por imperativo lógico del propio juicio de conformidad en-
tre la Ley impugnada y los preceptos constitucionales presuntamente violados" . 
"( ... ) la simple afirmación de que el Tribunal debe esperar al planteamien-
to de casos concretos de amparo para perfilar los límites de las libertades pú-
blicas y los derechos fundamentales del art. 27 de la CE en concurrencia con 
alguno de los derechos reconocidos por la L.O.E.C.E. no es atendible ni pue-
de ser considerada convincente como base para excluir una Sentencia interpre-
tativa en el Motivo Primero de la demanda ( ... ). 
La función interpretativa del Tribunal Constitucional adquiere particular 
relevancia, como ha señalado la reciente doctrina de nuestros constitucionalis-
tas, cuando, aplicando el principio de conservación de la norma siempre que 
ésta admita una interpretación coherente con la Constitución, el Tribunal esta-
blece cuál es la verdadera y vinculante interpretación de la norma impugnada 
y cuál es el único sentido en que hay que entender determinados términos de 
la misma para que sea conforme con la Constitución". 
5. "Tanto con el art. 27.1, como con el 27.6, ambos de la Constitución, 
como con el art. 23 de la L.O.E.C.E. se trata de hacer realizable otro derecho 
fundamental recogido en nuestra Constitución: el que tienen los padres a que 
se dé a sus hijos una formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus 
convicciones (art. 27.3). 
( ... ) Precisamente en función de este derecho fundamental del art. 27.3 de la 
CE puede encontrar su justificación el derecho a establecer un ideario educati-
vo en los centros docentes privados ( ... ). 
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( ... ) este derecho de los padres se proyecta directa y preferentemente sobre 
el ámbito de la educación más que sobre el de la enseñanza, entendida ésta 
como la transmisión de conocimientos científicos y aquélla como la comuni-
cación de unas convicciones morales , filosóficas y religiosas conformes con 
una determinada ideología. ( ... )". 
6. 
"( ... ) la escuela privada no puede concebirse como un área de libertad de 
los particulares frente al Estado, no es 'una escuela libre frente al Estado' 
(Sent. del Bundesverfassungsgericht de 14 de noviembre de 1969); entre ella 
y la escuela pública hay muchos terrenos comunes ( ... ). 
( .. . ) puede afirmarse en principio de que a mayor financiación pública a 
centros docentes privados, habrá una mayor intervención del Estado o de los 
protagonistas de la comunidad escolar (profesores, padres y, en su caso, alum-
nos) en el control y gestión de la misma. ( ... )". 
7. "Los arts. 15, 18 Y 34 de la L.O .E.C.E. imponen el respeto al ideario pro-
pio de un centro o reconocen el derecho a establecerlo, pero no dicen qué debe 
entenderse por 'ideario educativo' ( .. . )". 
"El 'ideario' de un centro hace referencia a su carácter propio, pero no a cua-
lesquiera de sus características, tales como las de índole pedagógica, lingüística, 
deportiva u otras semejantes, sino que, muy en concreto, el ideario es la expre-
sión del carácter ideológico propio de un centro. Puesto que los padres tienen el 
derecho fundamental recogido en el art. 27.3 de la Constitución, el ideario de 
cada centro docente privado cumple una función instrumental eri relación con tal 
derecho, función que consiste en informar a los padres de qué tipo de educación 
moral y religiosa se imparte a los alumnos de este centro (: ... )". 
8. 
"( ... ) el ideario educativo de un centro debe ser permeable a las conviccio-
nes ideológicas de todos los sujetos protagonistas, junto con el titular, de la co-
munidad escolar: profesores, padres y, eventualmente, alumnos, quienes, 
siempre junto con aquél, deberán intervenir en la toma de decisiones que im-
pliquen la aplicación del ideario a situaciones concretas o que expresen la in-
terpretación, acaso evolutiva, del mismo". 
10. "El art. 27.2 de la Constitución contiene la definición del objetivo que 
debe perseguir la educación, cualquiera que sea la naturaleza, pública o priva-
da, de cada centro docente, precepto que constituye lo que podría denominar-
se sin metáfora el 'ideario educativo de la Constitución'. Tal vez por recono-
cerlo así el legislador ordinario lo ha reproducido, aunque no literalmente, en 
el art. 21 de la L.O.E.C.E. 
( ... ) todo ideario educativo que coarte o ponga en peligro el desarrollo pleno 
y libre de la personalidad de los alumnos será nulo por opuesto a la Constitución". 
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13. 
"( ... ) el art. 20.2 establece que el ejercicio de la libertad de cátedra 'no puede 
restringirse mediante ningún tipo de censura previa' . Es cierto que esta garantía 
debe entenderse dirigida en principio a los poderes públicos. Pero también lo es 
que el legislador constituyente ha establecido aquí un rotundo y genérico favor 
libertatis. Por ello, cuando la libertad de cátedra haya de ejercerse dentro de un 
centro privado dotado de ideario educativo, el precepto del art. 20.2 ha de enten-
derse en el sentido de que, aunque el ideario debe ser respetado por el profesor, 
su existencia no puede permitir actos concretos de censura previa por parte de 
los dirigentes o titulares del centro respecto a la actividad docente de los profe-
sores". 
15. "Falta analizar la referencia del art. 15 de la L.O.E.C.E. al respecto de 
los profesores al ideario. En este punto entran en concurrencia y eventualmente 
en colisión varios derechos: por un lado, el derecho de los alumnos a ser educa-
dos en libertad y el de los profesores a la libertad de cátedra; por otro, el dere-
cho de los padres recogido en el art. 27.3 de la Constitución, el derecho del art: 
27.6 de la CE y, en último término, el derecho a establecer el ideario (art. 34.1 
de la L.O.E.C.E.), que no es, como los anteriores, un derecho constitucionali-
zado como fundamental, sino que está recogido tan sólo en una Ley Orgánica. 
Ante esta concurrencia no es constitucional la tesis que supedita jerárqui-
camente uno de tales derechos fundamentales, la libertad de cátedra, a otros 
( ... )" . 
"( ... ) No pueden, sin embargo, considerarse como vulneraciones al deber 
de respeto del art. 15 de la L.O.E.C.E.las simples~ aisladas discrepancias a 
propósito de algún aspecto del ideario del centro que exponga el profesor al 
filo de sus normales actividades escolares, siempre que las manifieste razona-
damente, con oportunidad y en forma adecuada a la edad y grado de conoci-
miento y de madurez de sus alumnos. ( ... )". 
17. 
"Otra posible vulneración constitucional temida por los recurrentes podría 
consistir, en relación con el art. 16.2 de la Constitución, si se entendiera que, 
para asegurar el respeto al ideario contenido en el art. 15 de la L.O.E.C.E., los 
titulares o dirigentes del centro están capacitados para solicitar a los profesores, 
antes de y para ser contratados, una adhesión explícita al ideario del centro. Pero 
esta interpretación amplísima del art. 15 de la L.O.E.C.E. entiendo que debe ser 
rechazada. El contenido necesariamente ideológico proVio de cualquier ideario 
educativo comporta que la simple invitación,prestar su ~esión a aquél impli-
que una violación del art. 16.2 de la Constitudon, por constituir una forma indi-
recta, pero coactiva por sus previsibles consecuencias laborales, de interrogato-
rio sobre la ideología, religión o creencias del profesor de que se tratase". 
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21. 
"El derecho que la Constitución garantiza a los padres (art. 27.3) puede sa-
tisfacerse dentro de nuestro sistema educativo por dos vías que corresponden 
a los dos términos del binomio institucional (escuela pública, escuela privada) 
componentes de aquél. ( ... ) Los centros públicos permiten, pues , ejercer este 
derecho a todos los padres, aunque algunos de ellos puedan considerar que lo 
hacen de un modo imperfecto o menos satisfactorio que un centro privado en 
el que se impartiera una educación más homogénea ideológicamente. Por el 
contrario, los centros privados dotados de ideario educativo satisfarán plena-
mente el derecho del 27.3 de aquellos padres que se sientan identificados con 
ese ideario, pero obviamente no el de aquellos padres que lo rechacen por mo-
tivos también ideológicos. Si dentro de un mismo marco o 'hábitat' de convi-
vencia coexisten centros públicos y centros privados, dotados éstos de diferen-
tes idearios, es claro que se dan allí las condiciones óptimas para que todos 
satisfagan el derecho recogido por la Constitución en el arto 27.3. ( ... ). 
Ahora bien, si en un determinado marco de convivencia o 'hábitat' (encla-
ve rural, pueblo, barrio urbano, etc.) sólo hubiera centros privados dotados to-
dos ellos de un mismo ideario, y no hubiera centros públicos, es evidente que 
aquellos padres que no compartieran ese ideario educativo (que ya no sería 
una oferta concurrente con otras, sino una imposición sin alternativas) no po-
drían ejercer de forma 'real y efectiva' (art. 9.2 de la Constitución) el derecho 
que les reconoce la Constitución en el arto 27.3". 
22. 
"Pues bien, en tal supuesto de monopolio de hecho de la enseñanza por 
centros privados ideológicamente homogéneos y financiados con fondos pú-
blicos hay que interpretar que en defensa del derecho fundamental de los pa-
dres, los titulares de esos centros privados no podrán establecer en ellos idea-
rio educativo ( .. . )". 
